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Consejo de Derechos Humanos 
36º período de sesiones 

11 a 29 de septiembre de 2017 

Tema 3 de la agenda 

Promoción y protección de todos los derechos humanos,  

civiles, políticos, económicos, sociales y culturales,  

incluido el derecho al desarrollo 

  Alemania, Andorra*, Angola*, Australia*, Austria*, Bélgica, Bosnia y Herzegovina*, 

Brasil, Bulgaria*, Chile*, Chipre*, Colombia*, Croacia, España*, ex República 

Yugoslava de Macedonia*, Filipinas*, Grecia*, Haití*, Irlanda*, Italia*, Malta*, 

Panamá, Paraguay, Perú*, Polonia*, Portugal, Reino Unido de Gran Bretaña e 

Irlanda del Norte, República de Corea, Rumania*, Timor-Leste*, Ucrania*: 

proyecto de resolución 

  36/… Salud mental y derechos humanos 

 El Consejo de Derechos Humanos, 

 Guiado por los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas, 

 Guiado también por la Declaración Universal de Derechos Humanos y por todos los 

tratados internacionales de derechos humanos pertinentes, en particular el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales, la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 

Crueles, Inhumanos o Degradantes, la Convención sobre la Eliminación de Todas las 

Formas de Discriminación contra la Mujer, la Convención sobre los Derechos del Niño y la 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 

 Reafirmando su resolución 32/18, de 1 de julio de 2016, sobre salud mental y 

derechos humanos, y sus resoluciones sobre los derechos de las personas con discapacidad, 

 Acogiendo con beneplácito los Objetivos de Desarrollo Sostenible, entre ellos el 

Objetivo 3 (garantizar una vida sana y promover el bienestar de todos a todas las edades), 

sus metas específicas e interrelacionadas, y sus estrechos vínculos con el Objetivo 1 (poner 

fin a la pobreza) y el Objetivo 10 (reducir la desigualdad), 

 Recalcando que la plena efectividad de los derechos humanos y las libertades 

fundamentales para todos contribuye a las iniciativas para aplicar los Objetivos de 

Desarrollo Sostenible, y reconociendo al mismo tiempo que, entre otras cosas, la 

discriminación, el estigma, la corrupción, la violencia y los abusos son obstáculos 

importantes a este respecto, 

 Recalcando también que la aplicación de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 

contribuye a la plena efectividad de los derechos humanos y las libertades fundamentales 

para todos, 

  

 * Estado no miembro del Consejo de Derechos Humanos. 
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 Reafirmando que todos los derechos humanos son universales, indivisibles e 

interdependientes, están relacionados entre sí y se refuerzan mutuamente, 

 Reafirmando también que todos los seres humanos nacen libres e iguales en 

dignidad y derechos, y reconociendo que estos derechos dimanan de la dignidad inherente 

al ser humano, 

 Reafirmando además que toda persona tiene derecho a la vida, la libertad y la 

seguridad personal, igual derecho a vivir de forma independiente y a ser incluida en la 

comunidad, y derecho a un reconocimiento igual como persona ante la ley, y que nadie será 

sometido a tortura ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, 

 Recordando los principios generales enunciados en la Convención sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad, como el respeto de la dignidad inherente, la 

autonomía individual y la independencia, y la participación e inclusión plenas y efectivas 

en la sociedad, 

 Reafirmando el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de 

salud física y mental, y poniendo de relieve que la salud mental es una parte esencial de ese 

derecho, 

 Tomando nota de la labor de los órganos creados en virtud de tratados en relación 

con las cuestiones de salud mental y derechos humanos, también en el contexto de sus 

observaciones generales, en particular la observación general núm. 5 (2017) del Comité 

sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, sobre el derecho a vivir de forma 

independiente y a ser incluido en la comunidad, 

 Reafirmando el derecho de toda persona a que se garantice el pleno disfrute de sus 

derechos humanos y libertades fundamentales, sin discriminación de ningún tipo, 

 Profundamente preocupado por que las personas con afecciones de salud mental o 

discapacidades psicosociales, en particular las personas que utilizan los servicios de salud 

mental, puedan ser objeto, de manera generalizada, de discriminación, estigma, prejuicios, 

violencia, abusos, exclusión social y segregación, internamiento ilegal o arbitrario, 

medicalización excesiva y tratamientos que no respeten su autonomía, voluntad y 

preferencias, entre otras cosas, 

 Preocupado igualmente por que tales prácticas puedan constituir o propiciar 

violaciones y conculcaciones de sus derechos humanos y libertades fundamentales, 

equivalentes en ocasiones a torturas u otros tratos o penas crueles, inhumanos o 

degradantes, y consciente de que es necesario un mayor compromiso para hacer frente a 

todos los problemas que sigue habiendo en este ámbito, 

 Reconociendo la necesidad de proteger, promover y respetar todos los derechos 

humanos en la respuesta global a las cuestiones relacionadas con la salud mental, y 

destacando que los servicios de salud mental y comunitarios deben incorporar una 

perspectiva de derechos humanos para evitar daño alguno a las personas que hagan uso de 

ellos y respetar su dignidad, su integridad, sus elecciones y su inclusión en la comunidad, 

 Preocupado por los casos de formas múltiples, interrelacionadas o agravadas de 

discriminación, estigma, violencia y abusos que afectan al disfrute de los derechos humanos 

en el contexto de la salud mental, y recordando la importancia de que los Estados adopten, 

apliquen, actualicen, refuercen o supervisen, según proceda, las leyes, políticas y prácticas a 

fin de erradicar cualquier forma de discriminación, estigma, violencia y abusos en este 

ámbito, 

 Reconociendo el papel especialmente importante que han de desempeñar la 

psiquiatría y otras profesiones relacionadas con la salud mental, junto con las instituciones 

y los servicios gubernamentales, los actores del sistema de justicia, incluido el sistema 

penitenciario, las organizaciones de la sociedad civil y las instituciones nacionales de 

derechos humanos, entre otros, en la adopción de medidas para que las prácticas seguidas 

en la esfera de la salud mental no perpetúen el estigma y la discriminación, ni den lugar a 

violaciones o conculcaciones de los derechos humanos, 
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 Reconociendo que la Convención sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad sentó las bases para un cambio de paradigma en la salud mental y generó el 

impulso para la desinstitucionalización y la identificación de un modelo de atención basado 

en el respeto de los derechos humanos que, entre otras cosas, se ocupe de la carga global de 

obstáculos en la esfera de la salud mental, proporcione servicios de salud mental y 

comunitarios efectivos y respete el disfrute de la capacidad jurídica en igualdad de 

condiciones con las demás personas, 

 Reafirmando que el derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud física y 

mental es un derecho inclusivo, y reafirmando también la necesidad de abordar las 

cuestiones relacionadas con la atención de la salud y los factores determinantes subyacentes 

de la salud en este contexto, 

 Recordando que, según se establece en la Constitución de la Organización Mundial 

de la Salud, la salud es un estado de completo bienestar físico, mental y social, y no 

solamente la ausencia de dolencias o enfermedades, 

 Preocupado por la persistencia de la disparidad entre la salud física y mental, que se 

refleja en la marginación de la salud mental en las políticas y los presupuestos de salud o en 

la educación, la investigación y la práctica médica, y destacando la importancia de invertir 

más en la promoción de la salud mental mediante un enfoque multisectorial que se base en 

el respeto de los derechos humanos y que se ocupe también de los factores determinantes 

subyacentes sociales, económicos y ambientales de la salud mental, 

 Recalcando que los Estados deben asegurarse de que las personas con afecciones de 

salud mental o discapacidades psicosociales, en particular las personas que utilizan los 

servicios de salud mental, tengan acceso a una variedad de servicios de apoyo basados en el 

respeto de los derechos humanos para vivir de forma independiente, ser incluidas en la 

comunidad, ejercer su autonomía y capacidad de actuación, participar de manera 

significativa en todos los asuntos que las afecten y tomar decisiones al respecto, así como 

lograr que se respete su dignidad, en igualdad de condiciones con las demás personas, 

 Reafirmando el derecho de los refugiados y los migrantes al disfrute del más alto 

nivel posible de salud física y mental, y recalcando las situaciones de vulnerabilidad que 

pueden tener repercusiones negativas en la salud mental de las personas en tránsito, 

 Reconociendo que las mujeres y niñas con afecciones de la salud mental o 

discapacidades psicosociales de todas las edades, en particular las que utilizan los servicios 

de salud mental, son más vulnerables a la violencia, los abusos, la discriminación y los 

estereotipos negativos, y recalcando la necesidad de adoptar todas las medidas apropiadas 

para asegurar un acceso a los servicios de salud mental y a los servicios comunitarios que 

tenga en cuenta la perspectiva de género, 

 Reconociendo que las formas múltiples o agravadas de discriminación, estigma, 

violencia y abusos a las que con frecuencia se enfrentan las personas que viven o se 

presume que viven con el VIH/SIDA, o que están afectadas por él, así como los miembros 

de las poblaciones de mayor riesgo, tienen consecuencias negativas en su disfrute del más 

alto nivel posible de salud mental, 

 Convencido de que al Consejo de Derechos Humanos, en el cumplimiento de su 

responsabilidad de promover el respeto universal por la protección de todos los derechos 

humanos y libertades fundamentales de todas las personas, sin distinción de ningún tipo y 

de una manera justa y equitativa, le corresponde una función importante en el ámbito de la 

salud mental y los derechos humanos a fin de fomentar el diálogo y la cooperación 

internacionales y constructivos y de promover la educación y el aprendizaje en materia de 

derechos humanos, así como servicios de asesoramiento, asistencia técnica, fomento de la 

capacidad y concienciación, 

 Reconociendo el liderazgo de la Organización Mundial de la Salud en la esfera de la 

salud, así como la labor que ha realizado hasta la fecha para incorporar, entre otras cosas, 

una perspectiva de derechos humanos en la salud mental, y recordando el compromiso de 

los Estados de lograr este objetivo mediante la aplicación del Plan de Acción Integral sobre 

Salud Mental 2013-2020 de la Organización, 
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 1. Toma nota con aprecio del informe del Alto Comisionado de las Naciones 

Unidas para los Derechos Humanos sobre salud mental y derechos humanos1; 

 2. Toma nota con aprecio también del informe del Relator Especial sobre el 

derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental 

relativo al derecho de toda persona a la salud mental2; 

 3. Toma nota con aprecio además del informe de la Relatora Especial sobre los 

derechos de las personas con discapacidad relativo a la prestación de distintas formas de 

apoyo basado en los derechos a las personas con discapacidad, incluido el acceso a un 

apoyo suficiente para la adopción de decisiones a la hora de hacer elecciones informadas en 

relación con la salud3; 

 4. Reafirma la obligación de los Estados de proteger, promover y respetar todos 

los derechos humanos y las libertades fundamentales y de velar por que las políticas y los 

servicios relacionados con la salud mental se ajusten a las normas internacionales de 

derechos humanos; 

 5. Insta a los Estados a que adopten, de manera activa, medidas para incorporar 

plenamente una perspectiva de derechos humanos en los servicios de salud mental y 

sociales, y adopten, apliquen, actualicen, refuercen o supervisen, según proceda, todas las 

leyes, políticas y prácticas existentes, a fin de erradicar todas las formas de discriminación, 

estigma, prejuicios, violencia, abusos, exclusión social y segregación en ese contexto, a que 

promuevan el derecho de las personas con afecciones de salud mental o discapacidades 

psicosociales a la plena inclusión y participación efectiva en la sociedad, en igualdad de 

condiciones con las demás; 

 6. Insta también a los Estados a que se ocupen de los factores determinantes 

subyacentes sociales, económicos y ambientales de la salud y a que aborden de manera 

holística una serie de obstáculos resultantes de la desigualdad y la discriminación que 

impiden el pleno disfrute de los derechos humanos en el contexto de la salud mental; 

 7. Alienta a los Estados a que adopten medidas concretas con miras a reconocer 

la importancia de ocuparse de la salud mental mediante, entre otras cosas, el fomento de la 

participación de todos los interesados en la formulación de políticas públicas al respecto, la 

promoción de programas de prevención y capacitación para profesionales del ámbito social, 

sanitario y de otras esferas pertinentes, la integración de los servicios de salud mental en la 

atención primaria y la atención general de la salud, y la prestación de servicios efectivos de 

salud mental y otros servicios comunitarios que protejan, promuevan y respeten el disfrute 

del derecho a la libertad y a la seguridad personal y a vivir de forma independiente y ser 

incluidos en la comunidad en igualdad de condiciones con las demás personas; 

 8. Exhorta a los Estados a que abandonen todas las prácticas que no respeten los 

derechos, la voluntad y las preferencias de todas las personas en condiciones de igualdad, y 

que den lugar a desequilibrios de poder, al estigma y a la discriminación en entornos de 

salud mental; 

 9. Insta a los Estados a que creen servicios y apoyos comunitarios, centrados en 

las personas, que no propicien una medicalización excesiva o tratamientos inadecuados en 

ámbitos como la práctica clínica, las políticas, la investigación, la formación médica y la 

inversión, y que respeten la autonomía, la voluntad y las preferencias de todas las personas; 

 10. Exhorta a los Estados a que adopten todas las medidas necesarias para que 

los profesionales sanitarios proporcionen a las personas con afecciones de salud mental o 

discapacidades psicosociales, en particular las que utilizan los servicios de salud mental, la 

misma calidad asistencial que a las demás, también sobre la base de un consentimiento libre 

e informado, entre otras formas mediante la sensibilización respecto de los derechos 

humanos, la dignidad, la autonomía y las necesidades de esas personas a través de la 

  

 1 A/HRC/34/32. 

 2 A/HRC/35/21. 

 3 A/HRC/34/58.  
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capacitación y la promulgación de normas éticas para la atención de la salud en los ámbitos 

público y privado; 

 11. Alienta encarecidamente a los Estados a que apoyen el empoderamiento de 

las personas con afecciones de salud mental o discapacidades psicosociales para que 

conozcan y exijan sus derechos, entre otras cosas mediante la alfabetización sanitaria y en 

materia de derechos humanos, a que proporcionen educación y formación en materia de 

derechos humanos para los trabajadores sanitarios, la policía, los funcionarios encargados 

de hacer cumplir la ley, el personal de prisiones y otros profesionales pertinentes, con 

especial hincapié en la no discriminación, el consentimiento libre e informado y el respeto 

de la voluntad y las preferencias de todos, la confidencialidad y la intimidad, y a que 

intercambien las mejores prácticas en la materia; 

 12. Alienta a los Estados a que promuevan la participación efectiva, plena y 

significativa de las personas con afecciones de salud mental o discapacidades psicosociales 

y de sus organizaciones en la elaboración, la aplicación y la supervisión de leyes, políticas y 

programas pertinentes para hacer efectivo el derecho de toda persona al disfrute del más 

alto nivel posible de salud física y mental; 

 13. Reconoce la necesidad de promover la incorporación de una perspectiva de 

derechos humanos respecto de la salud mental en todas las políticas públicas pertinentes; 

 14. Alienta a los Estados a que proporcionen apoyo técnico y fomento de la 

capacidad, mediante la cooperación internacional, a los países que elaboren y apliquen 

políticas, planes, leyes y servicios que promuevan y protejan los derechos humanos de las 

personas con afecciones de salud mental o discapacidades psicosociales, de conformidad 

con la presente resolución, en consulta con los países en cuestión y con el consentimiento 

de estos; 

 15. Solicita al Alto Comisionado que organice una consulta de un día y medio de 

duración, a más tardar durante la celebración de la 71ª Asamblea Mundial de la Salud, a fin 

de debatir todas las cuestiones y problemas pertinentes en relación con el logro de una 

perspectiva de derechos humanos respecto de la salud mental, el intercambio de mejores 

prácticas y la aplicación de orientaciones técnicas al respecto, incluidas iniciativas de la 

Organización Mundial de la Salud en materia de salud mental y derechos humanos, como 

QualityRights; 

 16. Solicita también al Alto Comisionado que proporcione a la mencionada 

consulta todos los servicios e instalaciones necesarios para llevar a cabo sus actividades, 

entre otras cosas asegurándose de que los debates sean plenamente accesibles para las 

personas con discapacidad; 

 17. Solicita además al Alto Comisionado que invite a la consulta a los Estados 

Miembros y a todos los demás interesados, incluidos los órganos, organismos, fondos y 

programas pertinentes de las Naciones Unidas, en particular la Organización Mundial de la 

Salud, los procedimientos especiales, en particular el Relator Especial sobre el derecho de 

toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental, la Relatora 

Especial sobre los derechos de las personas con discapacidad y el Relator Especial sobre la 

tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, los órganos creados en 

virtud de tratados, las instituciones nacionales de derechos humanos y la sociedad civil, 

incluidas las personas con afecciones de salud mental o discapacidades psicosociales, en 

particular las que utilizan los servicios de salud mental, y sus organizaciones; 

 18. Solicita al Alto Comisionado que elabore un informe sobre las conclusiones 

de la consulta para presentarlo al Consejo de Derechos Humanos en su 39º período de 

sesiones, en el que se identifiquen estrategias para promover los derechos humanos en la 

salud mental y erradicar la discriminación, el estigma, la violencia, la coacción y los abusos 

en ese ámbito, también mediante la formación y la capacitación de todos los grupos de 

interesados; 

 19. Decide seguir ocupándose de la cuestión. 

    


